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 Comentario al Conflicto n. º 22 de la AEAT de 19.03.2026. 
Opción de empresa vs. Recaudación fiscal 

 

Análisis jurídico-tributario sobre la reducción de capital y la compraventa de 
participaciones propias en la empresa familiar 

María Emperatriz Berrocal Acosta  

Abogada y Economista 

La frontera entre la legítima planificación fiscal —la economía de opción— y el conflicto en 
la aplicación de la norma, definido en el artículo 15 Ley General Tributaria es, en ocasiones, 
tan tenue que exige un análisis minucioso de la causa negocial de cada operación.  

El Informe emitido por la Comisión Consultiva de la AEAT relativo al Conflicto en la 
aplicación de la norma tributaria n. º 22, publicado en marzo de 2026, constituye un nuevo 
exponente de la progresiva consolidación del referido artículo, como instrumento central 
en el control de determinadas estructuras de planificación fiscal.  

El supuesto analizado, referido a la adquisición de participaciones propias por una 
sociedad seguida de su amortización mediante una reducción de capital, pone de relieve 
la tensión existente entre la libertad de configuración jurídica del contribuyente y la 
facultad de la Administración para recalificar operaciones cuando aprecia la concurrencia 
de elementos de artificiosidad y ausencia de sustancia económica relevante. 

Desde un punto de vista estrictamente formal, la operación objeto de análisis se articula a 
través de una secuencia de actos jurídicos formalmente válidos en el ámbito mercantil: en 
primer lugar, una socia persona física transmite participaciones a la propia sociedad, que 
las adquiere como autocartera; seguidamente, de forma prácticamente inmediata, la 
sociedad acuerda la reducción de capital mediante la amortización de dichas 
participaciones.  

La licitud de cada uno de estos actos, considerados de manera aislada, no resulta 
cuestionable, sin embargo, el enfoque adoptado por la Administración se aparta 
deliberadamente de este análisis individualizado para centrarse en la valoración conjunta 
del negocio jurídico, conforme a una interpretación que prioriza la realidad económica 
subyacente sobre la forma adoptada.  

Es decir, el nudo gordiano del asunto reside en la contraposición de dos figuras jurídicas, 
como son la compraventa de participaciones a la propia sociedad para su posterior 
amortización, frente a la reducción de capital social con devolución directa de 
aportaciones a los socios. Mientras que la primera permite el acceso a beneficios fiscales 
muy atractivos – como son los coeficientes de abatimiento, regulados en la Disposición 
Transitoria Novena de la LIRPF, para los bienes adquiridos antes del 31/12/1994– la 
segunda suele derivar en la calificación de la renta obtenida como rendimiento del capital 
mobiliario, por reparto de reservas, lo que conlleva una tributación mucho más gravosa en 
el actual marco del IRPF. 

A lo largo de este artículo, desgranaremos los fundamentos del Conflicto n. º 22, 
analizando sus antecedentes fácticos, la delimitación conceptual del conflicto y las 
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implicaciones prácticas que este pronunciamiento de la AEAT supone en el ejercicio de 
nuestra profesión. 

Delimitación jurídica del conflicto en la aplicación de la norma tributaria (Art. 15 LGT) 

El artículo 15.1 de la LGT determina que se entenderá que existe conflicto cuando se evite 
total o parcialmente la realización del hecho imponible o se minore la base o la deuda 
tributaria mediante actos o negocios en los que concurran dos circunstancias 
concurrentes y cumulativas: 

- Artificiosidad o impropiedad: Que los actos o negocios individuales o el conjunto 
de ellos sean notoriamente artificiosos o impropios para la consecución del 
resultado obtenido. 

- Ausencia de efectos relevantes: Que de su utilización no se desprendan efectos 
jurídicos o económicos relevantes, distintos del ahorro fiscal y de los efectos que 
se hubieran obtenido con los actos o negocios usuales o propios. 

La jurisprudencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo ha 
acudido históricamente a delimitar los contornos de esta institución para diferenciarla de 
otras figuras fronterizas, como la simulación (artículo 16 LGT) o la lícita economía de 
opción. Como reseña la Sentencia del Tribunal Supremo 2031/2025, de 12 de mayo de 2025 
(recurso n. º 3236/2023), citada expresamente por la Comisión Consultiva, en el conflicto 
en la aplicación de la norma los negocios realizados son plenamente reales y 
efectivamente queridos por las partes, no existe el ocultamiento o la dualidad de 
voluntades que caracteriza a la simulación. En el conflicto, el contribuyente no oculta un 
acto bajo la apariencia de otro, sino que busca de forma efectiva el amparo de una norma 
legal, denominada «norma de cobertura», para alcanzar un resultado económico que, de 
haberse encauzado por la vía ordinaria o usual, habría quedado sometido a una regulación 
fiscal mucho más gravosa, la «norma defraudada». 

Esta conceptualización se alinea de manera estrecha con el principio general de 
prohibición de las prácticas abusivas desarrollado por el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea (TJUE), que en pronunciamientos de referencia como el asunto Cussens (C-
251/16), ha reiterado que el Derecho de la Unión no puede ser invocado para amparar 
montajes puramente artificiales cuyo objetivo esencial o exclusivo sea la obtención de una 
ventaja fiscal contraria a la finalidad perseguida por el legislador. Por consiguiente, cuando 
la Administración tributaria logra aglutinar una serie de indicios sólidos que demuestran 
que un itinerario societario complejo persigue un fin predominantemente elusivo, carente 
de cualquier justificación de negocio real, el ordenamiento faculta e impone la aplicación 
del mecanismo corrector del artículo 15 de la LGT para restablecer la equidad impositiva. 

Análisis del supuesto de hecho:  

El expediente que motiva el Informe del Conflicto n. º 22 sitúa el foco sobre una sucesión 
de actos jurídicos estrechamente entrelazados en el seno de un grupo societario con una 
marcada estructura familiar. Para comprender la dimensión del conflicto, conviene analizar 
la composición y la evolución de la entidad afectada, denominada a efectos de la 
publicación como «SOCIEDAD 1». 

SOCIEDAD 1 fue constituida originalmente en agosto de 2011 y se encontraba de alta en el 
epígrafe 849.7 del Impuesto sobre Actividades Económicas (IAE), correspondiente a 
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servicios de gestión administrativa. Desde el ejercicio 2013, esta mercantil venía operando 
como una cabecera de tipo holding interpuesta entre los miembros de la familia y el grupo 
operativo conservero (presidido por SOCIEDAD 2) y, a partir de 2015, extendió su ámbito de 
control a la rama de energías renovables a través de otra filial holding (SOCIEDAD 3). La 
propiedad de la entidad pertenecía íntegramente al núcleo familiar, integrado por el 
matrimonio (Padre y Madre de familia) y sus cinco hijos.  

En este contexto de reestructuración y transmisión sucesoria del patrimonio acumulado, 
la obligada tributaria —identificada como «PERSONA FÍSICA 1» (en adelante, PF1)— 
ostentaba una participación significativa en el capital social. 

El itinerario de la operación controvertida se ejecutó en un muy corto intervalo de tiempo, 
configurando lo que la doctrina inspectora califica como un diseño de «paso único» o de 
«actos encadenados», cuyo desarrollo podríamos dividir en tres fases: 

- En primer lugar, el 8 de abril de 2019, durante una Junta General Universal de 
SOCIEDAD 1, la socia PF1 ofreció vender 1.155.380 participaciones (1,67% del 
capital) por un valor de mercado de 2.650.000 €. Tras la renuncia unánime del resto 
de socios a su derecho de adquisición preferente, la Junta aprobó que la propia 
sociedad comprara las acciones para autocartera e, inmediatamente, acordó 
reducir el capital social mediante la amortización de ese mismo paquete. 

- A continuación, entre el 9 y el 15 de abril de 2019, se otorgaron ante notario las 
correspondientes escrituras públicas para formalizar la venta de las 
participaciones de PF1 a SOCIEDAD 1, La reducción de capital que minoró el valor 
nominal de las acciones (1.155.380 €), mientras que la diferencia restante, hasta 
alcanzar el precio total de adquisición (1.496.698 €), se cargó a las reservas 
voluntarias de la empresa. 

- Finalmente, respecto al destino de los fondos, la socia PF1 no conservó el dinero, 
sino que lo entregó de inmediato a sus cinco hijos mediante un «pacto de mejora», 
como contrato sucesorio para anticipar la herencia en vida. 

Para evidenciar la planificación sistémica del entramado, el Informe de la Comisión 
Consultiva destaca que este idéntico esquema operativo de compraventa instrumental de 
autocartera y amortización inmediata no constituyó un hecho aislado dentro del grupo 
familiar, puesto que en 2020 se replicó el mismo diseño con el Padre de familia, quien 
transmitió a la sociedad 3.996.722 participaciones propias por un valor de mercado de 
8.999.984 €, procediéndose de inmediato a su amortización con un cargo a reservas de 
5.006.302 €, donando el remanente a sus hijos para apartarse de la titularidad de la 
mercantil. 

La disputa entre la ganancia patrimonial y el rendimiento del capital mobiliario 

El interés de las partes por articular la operación mediante este doble paso formal 
(compraventa a la sociedad + reducción de capital por amortización) encuentra su 
explicación en el diferencial impositivo que se deriva de la aplicación de las distintas 
normas de la LIRPF. Nos encontramos ante un claro ejemplo de cómo la elección del 
sendero formal altera de la naturaleza jurídica de la renta sometida a gravamen. 

Al catalogar el negocio inicial como una transmisión onerosa ordinaria (compraventa de 
participaciones a un tercero, que en este caso resulta ser la propia sociedad emisora), PF1 
aplicó las reglas de los artículos 33.1 y 37.1. b) de la LIRPF. Bajo este prisma, la renta 
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obtenida se califica conceptualmente como una ganancia patrimonial derivada de la 
alteración en la composición del patrimonio, siendo que el beneficio bruto calculado 
ascendió a 2.639.936,27 €. 

La clave de bóveda de esta opción fiscal reside en que las participaciones sociales 
transmitidas procedían de aportaciones e incrementos históricos muy antiguos, 
adquiridos con anterioridad al 31 de diciembre de 1994. Esto facultaba a la contribuyente 
a invocar la aplicación de los coeficientes de abatimiento regulados en la Disposición 
Transitoria Novena «DT 9ª») de la LIRPF, que permiten minorar de manera drástica el 
importe de la ganancia sujeta a tributación efectiva en atención a la antigüedad de los 
activos. En el caso concreto de PF1, la aplicación de la DT 9ª determinó una reducción 
directa de la ganancia imponible de 238.352,11 €, declarando finalmente una ganancia 
neta reducida de 2.401.584,16 € para su integración en la base imponible del ahorro. 

Por el contrario, la Inspección defiende que la operación usual y propia para lograr la 
restitución de aportaciones y el trasvase de fondos desde la sociedad hacia el patrimonio 
de los socios vinculados es la reducción de capital social con devolución de aportaciones, 
tal y como se establece en el artículo 33.3.a) de la LIRPF. 

La norma introduce un orden de prelación de carácter imperativo cuando se produce una 
devolución de capital en sociedades que cuentan con reservas acumuladas. Así, el importe 
percibido por el socio se calificará como rendimiento del capital mobiliario (equivalente a 
un reparto ordinario de dividendos) hasta el límite de la parte de los beneficios no 
distribuidos que correspondan a las participaciones afectadas. 

Al cierre del ejercicio 2018, el último balance cerrado de forma previa a la reestructuración, 
SOCIEDAD 1 exhibía una alta solvencia financiera, con unos fondos propios totales que 
ascendían a 83.826.464,26 €, de los cuales 10.445.224,95 € correspondían a reservas 
voluntarias plenamente disponibles, a los que se sumaban unos resultados del propio 
ejercicio de 4.407.737,67 €. Al existir este gran volumen de beneficios capitalizados sin 
distribuir, la aplicación del artículo 33.3.a) de la LIRPF obligaba a considerar que la práctica 
totalidad de los 1.496.698 € abonados por encima del valor nominal constituía un 
rendimiento del capital mobiliario en sede de la socia. Estos rendimientos carecen por 
completo de la posibilidad de aplicar coeficientes de abatimiento o cualquier mecanismo 
corrector de la antigüedad, tributando de forma íntegra y ordinaria en la tarifa del ahorro, lo 
que ensanchaba de forma considerable la deuda tributaria exigible. 

 

Debate doctrinal: La legítima economía de opción frente a los indicios de artificiosidad 

En el marco del expediente inspector, la defensa del contribuyente articuló un sólido 
escrito de alegaciones, tratando de hacer valer la plena licitud mercantil y económica de la 
operación.  

Por un lado, se argumentó la validez mercantil y amparo normativo de la operación, 
considerando que la adquisición de participaciones propias para su posterior amortización 
se trata de una operación ordinaria y perfectamente regulada en el Texto Refundido de la 
Ley de Sociedades de Capital (TRLSC), que se ejecutó a valor razonable de mercado 
verificado, provocando una alteración real de los fondos propios y una transmisión jurídica 
efectiva de la titularidad de los títulos. 
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Sostienen la inadecuación de la alternativa administrativa, considerando que acudir a una 
reducción de capital directa con devolución de aportaciones de carácter asimétrico (es 
decir, afectando de forma exclusiva a un solo socio) resulta un camino mercantilmente 
complejo y absurdo. El artículo 320 del TRLSC consagra el principio de paridad de trato de 
los socios, por lo que una reducción no proporcional exige obligatoriamente recabar el 
consentimiento expreso y el voto favorable de todos los titulares de las participaciones 
afectadas, alterando las dinámicas de control. Por ende, la compra de autocartera se 
presentaba como la vía jurídica idónea y menos disruptiva para separar a un socio de la 
mercantil. 

Y, además, se invocó como motivo económico válido la necesidad de ordenar el relevo 
generacional de la empresa familiar, canalizando fondos hacia los descendientes mediante 
pactos de mejora y evitando futuros conflictos de gobernanza entre los hermanos al 
concentrar el capital en los hijos que gestionaban el negocio. 

A pesar del rigor de estos planteamientos desde una óptica mercantil, la Comisión 
Consultiva desarticuló por completo la defensa de la economía de opción recurriendo a la 
doctrina del «negocio causal» y de la «unidad de acto».  

El dictamen recuerda que la concurrencia de conflicto no exige la presencia de un negocio 
ilícito o simulado; lo que se somete a reproche es el desdoblamiento artificial de un 
itinerario en fases intermedias vacías de sustancia con el propósito predominante de eludir 
la norma fiscal desfavorable. 

Para ello, la Comisión recuperó los cuatro indicios jurisprudenciales que el Tribunal 
Supremo fijó en sus Sentencias 3018/2011, de 16 de mayo de 2011 (recurso n. º 4739/2009) 
y STS 4697/2011, 23 de junio de 2011 (recurso n. º 2736/2009) o las más recientes STS 
3512/2023, de 24 de julio (recurso n. º 1496/2022) o la STS 2032/2025 de 6 de mayo (recurso 
n . º 3532/2023) supuestos en los que el Alto Tribunal ya validó la regularización por fraude 
de ley en operaciones idénticas de adquisición de autocartera para amortización 
inmediata: 

1. Proximidad temporal absoluta. 
2. Vinculación familiar estrecha. 
3. Inexistencia de finalidad mercantil autónoma de la autocartera. 
4. Presencia de cuantiosas reservas acumuladas. 

La Comisión Consultiva concluyó de forma tajante: los objetivos de planificación sucesoria 
familiar y dotación de fondos a los hijos mediante pactos de mejora se habrían alcanzado 
con idéntica precisión jurídica y económica si la sociedad hubiera ejecutado de forma 
directa una reducción de capital con devolución de aportaciones.  

Consecuencias para la práctica profesional 

Desde una perspectiva estrictamente liquidadora, la declaración de conflicto faculta a la 
Administración tributaria a prescindir por completo del ropaje formal de la compraventa de 
participaciones, conforme determina el artículo 15.3 de la LGT, la Inspección procederá a 
regularizar la situación del contribuyente aplicando de forma directa la norma defraudada. 
Esto implica recalificar la renta declarada como ganancia patrimonial reducida para 
liquidarla obligatoriamente bajo el régimen de reducción de capital con devolución de 
aportaciones y distribución de reservas del artículo 33.3.a) de la LIRPF. La AEAT exigirá el 
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ingreso de la cuota íntegra ahorrada indebidamente, incrementada con los intereses de 
demora devengados desde el vencimiento del plazo de declaración del ejercicio 2019. 

Adentrándonos en el terreno de la responsabilidad, este informe consolida un cambio de 
paradigma crucial respecto al riesgo de imposición de sanciones administrativas. Si bien 
históricamente la declaración de fraude de ley o conflicto en la aplicación de la norma 
excluía la imposición de sanciones debido a la complejidad interpretativa y al carácter 
formalmente lícito de los negocios empleados. En la actualidad, cuando la Inspección 
constata que la estructura carece de la más mínima sustancia económica y que no existe 
una interpretación razonable y amparable de la norma que justifique el artificio formal, se 
abre la puerta a la apertura de expedientes sancionadores que pueden culminar en multas 
pecuniarias de extraordinaria gravedad. 

Para los profesionales que nos dedicamos al asesoramiento fiscal y contable en España, el 
mensaje que se desprende del Conflicto n. º 22 es claro: el negocio causal debe primar 
ineludiblemente sobre el mero formalismo jurídico. La Agencia Tributaria no cuestiona 
abiertamente la libertad de empresa, ni niega el derecho de los socios a enajenar sus 
participaciones o a reorganizar sus patrimonios familiares para facilitar el relevo 
generacional o dotar de pactos de mejora a sus descendientes. Lo que resulta objeto de 
veto es la creación de un simulacro procedimental, un itinerario circular sin sentido 
empresarial autónomo, concebido con el propósito único de activar de manera artificial 
una norma de beneficio fiscal histórico que fue diseñada para fines de desinversión real y 
no para encubrir descapitalizaciones de sociedades dotadas de grandes reservas 
acumuladas. 

En el complejo ecosistema de la consultoría tributaria, la gestión del patrimonio y la 
planificación de la sucesión en las empresas familiares constituyen uno de los desafíos 
más delicados y recurrentes. La optimización de la carga fiscal no es únicamente un deseo 
legítimo de los administradores y socios; a menudo representa un verdadero mandato de 
eficiencia para garantizar la supervivencia y continuidad transgeneracional de la estructura 
empresarial. En definitiva, cualquier estrategia de optimización fiscal que diseñemos para 
nuestros clientes debe estar dotada de una causa económica profunda, consistente y 
perfectamente documentada, capaz de resistir el riguroso y exhaustivo escrutinio de una 
Inspección de Hacienda cada vez más enfocada en desarmar las formas en favor de la 
verdadera realidad económica subyacente. 


